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PRINCIPIOS GENERALES DE LA REPARACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL.

Tribunal Supremo Sala 3ª, secc. 6ª, S 12-11-2007, Rec. 5936/2003. Pte: Robles Fernández, Margarita

Del mismo modo y también con carácter previo han de tenerse en cuenta los siguientes razonamientos:
a) Ciertamente que la doctrina jurisprudencial ha proclamado el principio de plena indemnidad o reparación integral de los daños y perjuicios causados (Sentencias de esta Sala de 14 y 22 de mayo de 1993 , 22  y 29 de enero  y 2 de julio de 1994, 11 y 23 de febrero y 9 de mayo de 1995, 6 de febrero y 12 de noviembre de 1996, 24 de enero, 19 de abril y 31 de mayo de 1997, 14 de febrero, 14 de marzo, 10 y 28 de noviembre de 1998, 13 y 20 de febrero, 13 y 29 de marzo, 12 y 26 de junio, 17 y 24 de julio, 30 de octubre y 27 de diciembre de 1999, 5 de febrero, 18 de marzo y 13 de noviembre de 2000, 27 de octubre y 31 de diciembre de 2001.

b) Que como también ha proclamado reiterada doctrina jurisprudencial (valgan por todas Sentencias de 25 de septiembre 2.001, 9 de octubre 2.001) la determinación del "quantum" indemnizatorio es un juicio de valor que está reservado a los Tribunales de instancia y ha de ser respetado en casación, en tanto no se demuestre el error, su irracionalidad o la infracción de las normas que regulen la valoración de los medios probatorios.

c) En materia de indemnización de daños morales esta Sala del Tribunal Supremo ha declarado, hasta conformar doctrina legal (Sentencias, entre otras, de 20 de julio de 1996, 5 de febrero de 2000, 7 de julio y 22 de octubre de 2001, -recursos de casación 694 y 5096/1997-), que «la fijación de la cuantía de la indemnización por los perjuicios morales sufridos, dado su componente subjetivo, queda reservada al prudente arbitrio del Tribunal de instancia, sin que sea revisable en casación siempre que éste haya observado los criterios jurisprudenciales de reparabilidad económica del daño moral y de razonabilidad en su compensación, ya que dicho recurso de casación, como hemos declarado en nuestras Sentencias de 8 de noviembre 1993, 26 de marzo, 25 de junio y 15 de octubre de 1994, 11 de febrero, 11 de marzo, 18 de abril y 8 de noviembre de 1995, 2 de marzo y 20 de julio de 1996, tiene como finalidad someter al conocimiento del Tribunal competente el examen de la interpretación y aplicación de las normas y de la jurisprudencia realizadas por el Tribunal de instancia, tanto en relación con el proceso cuanto con la cuestión debatida en el mismo por motivos tasados», llegando a expresar en esa última sentencia de 22 de octubre de 2001 que «aunque el Tribunal de Casación tenga un criterio distinto al de instancia respecto de la cuantía de la reparación de un concreto perjuicio moral, no le está permitido corregir la evaluación que hubiese efectuado el Tribunal sentenciador si éste ha respetado ese único requisito controlable en casación, que es la razonabilidad y la ponderación de la indemnización fijada en atención a los hechos declarados probados por la propia Sala de instancia. 
d) Es igualmente reiterada la jurisprudencia de esta Sala, que es recogida por el Tribunal de instancia, sobre el carácter orientativo a los efectos de fijación de una indemnización como la que nos ocupa de los baremos establecidos para el ámbito de la circulación de vehículos de motor.

No se pueden indemnizar los daños eventuales ó futuros

Tribunal Supremo Sala 3ª, secc. 6ª, S 4-11-2005, Rec. 5388/2001. Pte: Puente Prieto, Agustín
Entrando, por tanto, en la resolución del debate en los términos planteados en relación con los extremos que han sido objeto de admisión en esta casación, y referentes a la valoración de daños futuros, respecto de los que no se contiene pronunciamiento por la sentencia incurriendo en incongruencia, la pretensión del recurrente ha de ser rechazada puesto que es doctrina sobradamente conocida de esta Sala que la indemnización en ningún caso puede cubrir daños eventuales y futuros así como que al trámite de ejecución de sentencia solamente cabe aplazar la cuantificación de los daños, pero no la demostración de su existencia; y es lo cierto que en el presente caso, esos daños de carácter futuro, por su propia condición y en función de los vagos términos carentes de prueba en que se plantea la pretensión por el recurrente, han de ser rechazados.

Se rechaza la indemnización de daños por considerarse que son hipoteticos

Tribunal Supremo Sala 3ª, secc. 6ª, S 8-5-2008, Rec. 4163/2004. Pte: Robles Fernández, Margarita 

Hemos transcrito con anterioridad el suplico de la demanda en el que se pedía una indemnización que no se cuantificaba, remitiéndose incluso a la posibilidad de que fuera fijada en ejecución de sentencia por unos daños y perjuicios que se entendían derivados "del mal funcionamiento de los servicios públicos y por el incumplimiento de los servicios públicos y por el incumplimiento de sus deberes de protección y conservación del dominio público marítimo terrestre".

En ambos motivos de recurso se cuestiona la conclusión de la Sala de instancia, que razona que en el momento de efectuarse la reclamación que nos ocupa no se ha acreditado la causación a los recurrentes de un daño que necesariamente hubiera debido ser real y efectivo y no basado en meras esperanzas y conjeturas , requisito imprescindible para pode apreciar responsabilidad patrimonial de la Administración.

Conviene por ello tener en cuenta como los recurrentes justificaban en su demanda los perjuicios por los que reclamaban, admitiendo el carácter futuro e incluso hipotéticos de los mismos, en función de si se realizaban o no determinadas actuaciones de la Administración para impedir la continuación de la erosión, argumentando en los siguientes términos:

"Decimocuarto: Por todo lo cual, mis representados reclaman a la Administración del Estado y por concepto de responsabilidad patrimonial derivada de un mal funcionamiento de los servicios públicos e incumplimiento de sus deberes legales de protección y conservación de la integridad del dominio público marítimo terrestre, una indemnización cuyas bases deberán fijarse ateniendo a los siguiente criterios a) Valor de los terrenos que han sido erosionados por la no aportación de los áridos provenientes del Río Almanzora, teniendo en cuenta su clasificación urbanística y su aprovechamiento.

b) Evaluación de los daños futuros hasta el momento en que se acometan las obras necesarias que impidan la continuación de la erosión y si la Administración no llevará a cabo tales trabajos, los gastos que lo supondría.

c) Evaluación de los daños y perjuicios, tanto presentes como futuros, que dicha erosión está produciendo en la ejecución de los Planes de Ordenación Urbanística y su retraso, que afectan a dicho territorio.

d) La Administración deberá ejecutar las obras necesarias al objeto de interrumpir la erosión que se viene produciendo, y en su caso, restituir la situación de las costas al estado inmediatamente anterior a la construcción del Pantano de Cuevas del Almanzora.

e) La reducción en el valor de los terrenos restantes y vecinos debido al estrechamiento y/o pérdida de las playas colindantes".

La petición así formulada adolece de la necesaria precisión, para que pueda siquiera determinase cuáles son los específicos daños reclamados, poniendo de relieve el carácter hipotético de los mismos, lo que se evidencia aun con mayor claridad, si se analiza la prueba pericial practicada, de cuyo tenor antes transcrito, debe sin ninguna duda concluirse que la valoración que de ella realiza la Sala de instancia no solo no es arbitraria, sino perfectamente razonable y lógica, adecuada a las reglas de la sana crítica, valoración que por lo demás no presentaba ninguna dificultad al estar redactado el dictamen practicado con toda claridad, expresando reiteradamente la imposibilidad de determinar si hubo o no daños causados, circunstancia a la que debe añadirse como tiene en cuenta la sentencia de instancia la existencia de un "Proyecto Ejecutivo para la recuperación ambiental de las playas situadas entre el puerto de la Garrucha y el delta del río Almanzora", lo que hacen aun más hipotéticos los daños de futuro por una supuesta inacción de la Administración de Costas, que se reclaman.

No acreditada, pues, la concurrencia del necesario requisito del daño real, cuya falta de acreditación resulta entre otras pruebas de la pericial adecuadamente valorada por la Sala, que tiene además en cuenta toda la documental obrante en autos, ambos motivos de recuso deben ser desestimados.

La indemnización de daños futuros solo puede realizarse una vez que estos se hayan producido.

Tribunal Supremo Sala 3ª, secc. 6ª, S 2-10-2003, Rec. 535/1999. Pte: Sieira Míguez, José Manuel
Por idénticas razones a las establecidas en el motivo anterior debe rechazarse el recurso del Sr. Gerardo, ya que en el único motivo que se articula se cuestiona exclusivamente el "quantum" de la indemnización establecida.

En cuanto a la reserva de acciones sobre daños futuros a que se refiere en el suplico, tal cuestión debió ser planteada bajo un motivo por incongruencia y al no hacerse así no cabe pronunciarse sobre tal extremo, aún cuando como es obvio nada impedirá al recurrente efectuar las acciones que puedan corresponderle como consecuencia de la causación en el futuro de daños o perjuicios no producidos con posterioridad al presente recurso.

INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS FUTUROS; LA RENUNCIA NO ES EFECTIVA SI APARECEN LOS DAÑOS CON POSTERIORIDAD.

Tribunal Supremo Sala 1ª, S 23-11-2007, nº 1237/2007, Rec. 4331/2000. Pte: O'Callaghan Muñoz, Xavier 

(Se trata de un supuesto de accidente de trafico en el que se recibe una indemnización por parte de al Cia Aseguradora y se renuncia al ejercicio de acciones, pero, con posterioridad, aparecen secuelas de las que no se tuvo conocimiento previo) De lo anterior, debe concluirse lo siguiente: la renuncia se llevó a cabo por el perjudicado; no es una transacción, como contrato por el que las partes soluciona una controversia jurídica mediante recíprocas concesiones (artículo 1809 del Código civil) sino una renuncia , como negocio jurídico unilateral (pese a que el renunciante reciba algo a cambio) por el que el titular de un derecho subjetivo hace dejación del mismo. Aquel perjudicado pudo renunciar a su derecho a percibir indemnización por los daños que había sufrido, pero no pudo hacerlo por los daños que todavía no habían aparecido. No había entrado en su disponibilidad lo que todavía no existía, el daño no aparecido. La renuncia , como dejación del derecho subjetivo, no alcanzó ni podía alcanzar, el derecho subjetivo a percibir indemnización por los daños futuros, que no se podían conocer.

Por tanto, no hay error en la renuncia : renunció a lo que tenía derecho (derecho subjetivo) que eran los daños presentes, ni faltó consentimiento alguno. Lo que sí es cierto es que no renunció a lo que no existía, no pudo renunciar a un derecho subjetivo que no había nacido a la vida jurídica, ni podía conocer que se produciría más tarde.

Este mismo supuesto fue contemplado por la sentencia de 23 de febrero de 1995 que llega a la misma solución que aquí se propone, si bien lo hace confirmando la sentencia de instancia que había apreciado error esencial en la declaración de renuncia . Así, dice literalmente, en lo que se refiere a este extremo: el lesionado Sr. Marco Antonio desconoció el real alcance y trascendencia de las secuelas que padecía a las fechas de firmar el finiquito del pago indemnizatorio y la renuncia al ejercicio de las acciones civiles, 2 de marzo de 1987, y de ser protocolizada su firma ante Notario, 3 de marzo de 1987, pues no cabe olvidar que ese conocimiento le tuvo a partir de la terminación del expediente administrativo, 2 de julio, que no junio, de 1987, lo que, a su vez, conduce necesariamente a considerar que al momento del otorgamiento del finiquito y renuncia referidos, el interesado tuvo un conocimiento defectuoso sobre cuantas circunstancias tenían que haber contribuido en orden a una correcta formación del consentimiento para realizar tales actos dispositivos, a cuyo error no es posible negarle su categoría de esencial, de acuerdo con las prescripciones del artículo 1.266 del Código Civil, al afectar al intrínseca índole de las secuelas producto del accidente.

En atención a la categoría de dicho error, resulta indiscutible que originó un vicio radical en la formación del consentimiento dicho, produciendo, en su proyección jurídica, la nulidad insubsanable del tan repetido consentimiento, a tenor de lo dispuesto en el artículo 1.265, como, con todo acierto, resolvieron los juzgadores de instancia.

Empleo del criterio de la perdida de oportunidades para justificar la mala praxis medica.
Tribunal Supremo Sala 3ª, secc. 6ª, S 12-7-2007, Rec. 92/2003. Pte: Robles Fernández, Margarita 

Esta Sala en su Sentencia de 20 de marzo de 2.007 analizando un supuesto de error de diagnóstico de un paciente que estaba sufriendo un infarto de miocardio que no fue detectado y que por tanto no fue diagnosticado en forma, remitiéndose a las antes citadas Sentencia de 16 de marzo de 2.005 y 7 de marzo de 2.007 que razonan que a la Administración solo le es exigible la aplicación de las técnicas sanitarias en función del conocimiento de la práctica médica, sin que pueda sostenerse una responsabilidad basada en la simple producción del daño, ha dicho:

"Cuarto.- El Tribunal "a quo" sin ninguna duda contiene en su sentencia una doctrina contraria a la doctrina de esta Sala a la que acabamos de referirnos. La propia Sala sentenciadora tiene por probado que hubo un error de diagnóstico al no valorarse acertadamente que el paciente había tenido un infarto, error que determinó que no se pusieran los medios de tratamiento adecuados al padecimiento que aquel sufría, y por el que acudió al centro médico, ausencia de medios de tratamiento que los propios informes médicos que la sentencia recurrida recoge en su argumentación, ponen claramente de relieve como hemos expuesto, y esa indebida aplicación de medios para la obtención del resultado, a la que aluden los propios informes médicos y que se produjo consecuencia de aquel error médico de diagnóstico es, la que resulta sancionable, una vez que como ocurre en autos se ha producido un resultado dañoso, sin que sea exigible al recurrente, por lo que carece de relevancia a los efectos de la responsabilidad patrimonial que nos ocupa, probar que el tratamiento adecuado, que hubiese debido seguirse de haberse realizado un diagnóstico acertado, hubiese concluido con éxito sin secuelas cardiológicas de género alguno o de menor entidad que aquellas con las que efectivamente resultó. Es evidente por tanto que hubo una mala praxis médica, al diagnosticar la enfermedad y ante tal mala praxis hubiera incumbido a la Administración probar que en su caso, con independencia del tratamiento seguido se hubiesen producido las secuelas de afectación cardiológica finalmente ocasionadas por ser de todo punto inevitables, prueba que no se ha practicado en el caso de autos.

En definitiva, pues, como consecuencia de la mala praxis a que nos venimos refiriendo, no se prestó al paciente el tratamiento adecuado a su enfermedad, poniéndose los medios necesarios para combatir su padecimiento, y siendo ello así, y con independencia de que no se sepa cuáles hubieran sido los resultados finales de dicho tratamiento, acreditados como están los daños cardiovasculares con los que resultó, procede apreciar la responsabilidad patrimonial de la Administración." Las consideraciones contenidas en esta Sentencia son aplicable al caso de autos. Frente a lo que mantiene la Sala de instancia, una valoración del informe médico forense conforme las reglas de la sana crítica lleva a considerar que hubo un error de diagnóstico al no valorarse adecuadamente que el paciente sufría un infarto, error que se produjo por una evidente mala praxis médica, al no tener en cuenta padecimientos de aquel, que hubieran debido ser necesariamente considerados por su gravedad, en función de los síntomas con los que aquel acude a la consulta médica.

Al no diagnosticarse en forma, por esa mala praxis médica, la crisis que sufría el marido de la recurrente, remitiéndole a su domicilio sin un tratamiento adecuado, con independencia de cuáles hubiesen sido los resultados finales de ese tratamiento, se le generó la pérdida de la oportunidad de recibir una terapia acorde a su verdadera dolencia y por tanto se ocasionó un daño indemnizable, que no es el fallecimiento que finalmente se produjo y respecto al cual es imposible médicamente saber como dice el informe de la médico forense, si hubiese podido evitarse, sino esa pérdida de la oportunidad de recibir el tratamiento médico adecuado.

Consiguientemente a lo hasta aquí expuesto debe procederse a la estimación de los motivos de recurso segundo y tercero.

APLICACIÓN DE LA TEORIA DE LOS CURSOS CAUSALES NO VERIFICABLES.

Tribunal Supremo Sala 3ª, secc. 6ª, S 30-6-2006, Rec. 217/2005. Pte: Lecumberri Martí, Enrique
CUARTO.- De la transcripción así realizada debe concluirse que existe la sustancial identidad exigible según lo establecido en el art. 96.1 de la Ley Jurisdiccional, para la viabilidad del recurso de casación para unificación de doctrina, pues tanto en la sentencia recurrida como en las sentencias de contraste, se analizan supuestos de controles de embarazo, en casos de graves malformaciones en los respectivos fetos, que al no ser detectados debidamente no fueron comunicados a las madres en el tiempo necesario para poder optar por la interrupción voluntaria del embarazo. Pero mientras en las dos sentencias de contraste no se exige que haya quedado acreditada la voluntad de las madres de haber optado por dicha interrupción voluntaria, considerando suficiente para la responsabilidad de la Administración sanitaria, el hecho de que no se informase a las madres, por el contrario la sentencia de instancia, mantiene una doctrina contraria, entendiendo que hubiera debido quedar plenamente acreditado que de haberse conocido las anomalías del feto, se hubiese hecho uso de la indicación eugenésica, no siendo suficientes meras especulaciones o hipótesis sobre esa posible opción por parte de la madre.

Importa precisar, y resulta especialmente relevante, que los actores solicitaron una indemnización de 72.000 euros no por las lesiones físicas con las que nació su hija, sino por lo que consideraban que era un daño resarcible diferente, cual era haber privado a los recurrentes, y en especial a la madre, de una información trascendente para optar por la posibilidad de aborto eugenésico, lesionando su facultad de autodeterminación ligado al principio de dignidad y libre desarrollo de la personalidad (art. 10.1 de la Constitución EDL1978/3879 ) y el derecho a la información para ejercer sus libres determinaciones (art. 10.1 y 5 y 6 de la Ley General de Sanidad). En definitiva pues, solicitaban indemnización por el daño moral derivado de no haber podido optar por la interrupción del embarazo al no habérseles informado sobre las malformaciones del feto.

Esta Sala en reiteradas sentencias, por todas citaremos la de 29 de marzo de 2006 (Rec. Cas.271/2002) EDJ2006/31870 y 3 de octubre de 2.000 (Rec. Cas.3905/96) EDJ2000/30797 ha dicho que el concepto de daño evaluable a efectos de determinar la responsabilidad patrimonial de la Administración incluye el daño moral. Sin embargo, por tal no podemos entender una mera situación de malestar o incertidumbre, salvo cuando la misma ha tenido una repercusión psicofísica grave. Tampoco puede considerarse como daño moral el derivado del nacimiento inesperado de un hijo, pues nada más lejos del daño moral, en el sentido ordinario de las relaciones humanas, que las consecuencias derivadas de la paternidad o maternidad.

"Sin embargo, sí podría existir un daño moral, si concurriesen los requisitos necesarios, en el caso de que se hubiese lesionado el poder de la persona de autodeterminarse, lo que a su vez podría constituir una lesión de la dignidad de la misma. Esta dignidad es un valor jurídicamente protegido, pues, como dice el Tribunal Constitucional en la sentencia 53/1985, 11 abr., FJ 8 EDJ1985/53 , "nuestra Constitución ha elevado también a valor jurídico fundamental la dignidad de la persona, que, sin perjuicio de los derechos que le son inherentes, se halla íntimamente vinculada con el libre desarrollo de la personalidad (artículo 10) (...)". En efecto, como añade el Tribunal Constitucional, "la dignidad es un valor espiritual y moral inherente a la persona que se manifiesta singularmente en la autodeterminación consciente y responsable de la propia vida (...)". Así recogida la posibilidad de indemnización de daño moral resulta necesario precisar si concurren los demás requisitos configuradores de la responsabilidad patrimonial entre los cuales la relación de causalidad aparece como esencial. En este sentido debe hacerse constar que la teoría de los cursos causales no verificables usada por la jurisprudencia norteamericana en casos de errores en el diagnóstico prenatal, permite al facultativo aducir que no es seguro que de haber sido correcto el diagnóstico la decisión del interesado hubiese sido distinta, si bien en estos supuestos se hace recaer sobre el médico la carga de probar que tal decisión habría sido la misma con un diagnóstico acertado. Esta teoría ha tenido distinta acogida en la jurisprudencia, de manera que mientras fue seguida por la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 6 de junio de 1.997, fue abandonada en las dictadas con fechas de 4 de febrero de 1.999 
y 7 de junio de 2.002, en las que no se consideró probado que la madre de conocer las malformaciones del feto, habría abortado.

En la primera se estimó la acción de responsabilidad derivada de una falta de información sobre una prueba practicada por lo que se le impidió a la madre haber interrumpido legalmente su embarazo, mientras que en la segunda, por el contrario, se denegó la indemnización reclamada por el padre de una niña que nació con graves malformaciones congénitas que no fueron detectadas con los estudios ecográficos, declarándose que la genética está fuera de las posibilidades de evitar el resultado y además es una simple hipótesis decir que en caso de ser informada la madre gestante habría tomado la decisión de interrumpir el embarazo. Finalmente, la Sentencia de 7 de junio de 2.002 considera que no había prueba de que la embarazada de haber conocido la existencia de malformaciones en el feto hubiese abortado, lo que le lleva a la absolución del médico demandado.

Esta Sala y Sección, en reiteradas sentencias, por todas citaremos la de 14 de julio de 2.001 (Rec. Casad.2280/97) y 18 de mayo de 2.002 (Rec. Casac. 280/98), ha tenido en cuenta a efectos de fijar el nexo causal entre la actuación del servicio público y el perjuicio sufrido, la conducta del personal médico. Partiendo de la base establecida en estas sentencias resulta evidente que en los supuestos de daño moral al que antes nos hemos referido, sufrido por una madre al privársele de la posibilidad de decidir sobre la interrupción voluntaria del embarazo cuando hay graves malformaciones físicas o psíquicas en los diagnósticos médicos realizados, incumbe a la Administración demandada la carga de probar de forma indubitada, que en el supuesto de conocer la mujer la malformación del feto no hubiera optado por un aborto terapéutico, y esa falta de probanza determina que quepa apreciar el nexo causal para la exigibilidad de la acción de responsabilidad patrimonial.

No cabe duda, pues, que la Sentencia recurrida contiene una doctrina contraria a la recogida en las sentencias de contraste, las cuales por el contrario, se pronuncian en los términos que hemos recogido.
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